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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA

Sala de Decisión Civil Familia
Magistrado Ponente: 
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

       
Pereira, Risaralda, diez (10) de agosto de dos mil quince (2015)

Acta No. 348
Referencia: Expediente 66001-22-13-000-2015-00286-00
I. Asunto

Procede la Sala, a resolver la acción de tutela interpuesta por JOSÉ ÓSCAR CORREA LARA, frente al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – GRUPO DE PRESTACIONES SOCIALES-.
II. Antecedentes

1. El peticionario actuando en nombre propio demanda la protección constitucional de sus derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad, dignidad humana y seguridad social, que declara quebrantados por la institución accionada. En consecuencia solicita su protección y se ordene a la entidad querellada, “expedir un nuevo acto administrativo en el que se me reconozca y pague la indemnización sustitutiva de la pensión por vejez a que tengo derecho, de conformidad con el tiempo de servicios obrante en una certificación válida para prestaciones sociales”: 

2. Los fundamentos fácticos soporte de sus pretensiones se pueden compendiar así: 
a) Que en el mes de abril de 2014 solicitó al Ministerio de Defensa Nacional – Departamento de Prestaciones Sociales- el reconocimiento y pago de la indemnización sustitutiva de pensión por vejez a que tiene derecho, en razón a que laboró en el Ejército Nacional como Cabo Segundo desde el 26 de octubre de 1968 al 16 de noviembre de 1973 y actualmente no es beneficiario de ningún tipo de pensión:

b) Que mediante oficio No. OFI14-89674 MDNSGDAGPSAP, fue resuelta su solicitud aduciendo que no es posible acceder a lo pretendido, toda vez que dicho ministerio no es una entidad administradora del régimen de prima media con prestación definida, por cuanto no le son aplicables las normas contenidas en la Ley 100 de 1993, y en su lugar realiza el reconocimiento y pago de pensiones con base en el Régimen Prestacional Civil del Ministerio de Defensa Nacional. 

c) Considera que con tal decisión se concluye que para la fecha en que él prestó sus servicios no era imperante la Ley 100 de 1993, y además va en contravía de una serie de derechos de rango fundamental, toda vez que para la calenda que laboró la accionada tenía la obligación de efectuar aportes a descuentos con los cuales se pudiera cubrir la contingencia de vejez. 

d) Dice, actualmente se encuentra habitando en un lugar que carece de dignidad, él tiene 67 años de edad y por tanto no puede desempeñar actividad laboral alguna, por tanto la accionada le está cercenando su derecho al mínimo vital, ya que no cuenta con una fuente de ingresos de la cual pueda subsistir. 
3. Con auto del 24 de julio se admitió el amparo constitucional en contra de la accionada y se concedió el término de 2 días para ejercer su derecho de defensa. 

3.1. Adujo que a través de la Resolución No.7311 del 9 de agosto de 1976, se dio el retiro de la institución del señor José Óscar Correa Lara, le reconoció y ordenó el pago de cesantías definitivas por los 7 años de servicio prestados a la institución. 

Pone de presente la improcedencia de la acción de tutela para el reconocimiento de derechos pensionales y de otro lado en cuanto a la indemnización sustitutiva solicitada por el actor. 
 Dice, que durante el tiempo que el señor Correa Lara estuvo vinculado a ese Ministerio, no se le efectuaron descuentos por aportes para pensión, toda vez que esa entidad asume como empleador el reconocimiento de la pensión, si se completa la carrera militar, para la asignación de retiro, en consecuencia en la fuerza pública no existen aportes que reintegrar, solo podría reconocerse la figura de la cuota parte o bono pensional. Para lo cual es necesario que el ISS o la AFP, realicen la solicitud. 

Culmina su defensa, solicitando se niegue por improcedente el amparo de tutela. 
III. Consideraciones de la Sala
1. Esta Corporación es competente para conocer de la tutela, de conformidad con lo previsto en los artículos 86 C.P., en los Decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000.
2. Es suficientemente conocido que la acción de tutela es un instrumento procesal de trámite preferente y sumario, establecido por el artículo 86 de la Carta Política de 1991, con el objeto de que las personas, por sí mismas o a través de apoderado o agente oficioso, pueda reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten vulnerados o amenazados de violación por la acción u omisión de cualquiera autoridad pública, o de los particulares.   Este mecanismo de protección, es de carácter residual y subsidiario porque solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio judicial de protección, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
3. Específicamente sobre el reconocimiento y pago de prestaciones pensionales por esta vía, existe amplia jurisprudencia, de la cual surgen las siguientes reglas: (i) No contar con otro medio idóneo de defensa judicial, aclarando que “la sola existencia formal de uno de estos mecanismos no implica per se que ella deba ser denegada” (ii) Que la tutela resulte necesaria para evitar la consumación de un perjuicio irremediable, que cause inminente violación a derechos fundamentales. (iii) Que la falta de reconocimiento y/o pago de la pensión se origine en actuaciones que, en principio, permitan desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan las actuaciones de las entidades administradoras del servicio público de la seguridad social. (iv) Que se encuentre acreditado el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para el reconocimiento y/o pago de la pensión o que, si ello no se encuentre plenamente demostrado, exista razonable probabilidad respecto de la procedencia de la solicitud. (v) Que a pesar de que le asiste al accionante el derecho pensional que reclama, este fuere negado.

4. El asunto que convoca la atención de la Sala, se centra en la falta del Ministerio de Defensa Nacional – Grupo de Prestaciones Sociales- al no reconocer la indemnización sustitutiva de pensión por vejez a que dice tener derecho el actor por haber prestado sus servicios en el Ejército Nacional durante los años 1968 a 1973.
5. La Sala considera que en el asunto bajo estudio la acción de tutela no procede, ni siquiera de manera excepcionalísima, para reconocer el derecho prestacional que se reclama por esta vía judicial, en los términos en que la Corte Constitucional lo ha enseñado, esto es, con el fin de proteger los derechos a la seguridad social, al mínimo vital, a la vida digna, a la dignidad humana y a la igualdad, no obstante no cuestionarse el requisito de inmediatez, pues el derecho reclamado le fue negado en diciembre de 2014, éste se tiene por cumplido.  Tampoco admitiendo que si bien existe otro medio idóneo de defensa judicial, -la acción ordinaria laboral o de lo contencioso administrativo-, ésta puede resultar inidónea o tardía, especialmente frente al estado de indefensión o circunstancia de debilidad manifiesta, en la que el actor dice se encuentra
, pues no posee recursos para su subsistencia y presenta varios padecimientos de salud.  Ni de no someter al demandante a las resultas del recurso de apelación frente a la resolución que negó la prestación reclamada.  Su improcedencia deviene al hacer el examen de las dos últimas exigencias reseñadas -(iv) Que se encuentre acreditado el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para el reconocimiento y/o pago de la pensión o que, si ello no se encuentre plenamente demostrado, exista razonable probabilidad respecto de la procedencia de la solicitud. (v) Que a pesar de que le asiste al accionante el derecho pensional que reclama, este fuere negado.- 

3. Se tiene que en el sistema de pensiones, existe una amplia gama de prestaciones económicas dentro de las cuales están las pensiones de vejez, invalidez, sobrevivientes, así como también, la sustitución pensional y la indemnización sustitutiva, entre otras. Del mismo modo, la citada Ley 100 establece un régimen de excepción en cabeza de los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, salvo aquellos que se vinculen a partir de su vigencia, lo cual implica, en el primer supuesto, que no es aplicable el marco normativo que rige el Sistema Integral de Seguridad Social (Art. 279).

Dentro de este contexto, una de las prestaciones asistenciales prevista normativamente para la fuerza pública es la denominada asignación mensual de retiro que, ha sido entendida por la Corte Consitucional, con fundamento en el método de interpretación histórico, como “una modalidad de prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un cierto grado de especialidad (en requisitos), atendiendo la naturaleza especial del servicio y las funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce. Se trata, (…) de una pensión de vejez o de jubilación (…), en la medida que el resto del ordenamiento especial de dichos servidores públicos, se limita a regular las pensiones de invalidez y sobrevivientes.”

4. En el análisis del accionante, considera le asiste el derecho a la indemnización sustitutiva por vejez por haber prestado sus servicios al Ejército Nacional durante cinco años, pues alega que no están llamados a prosperar los argumentos del Ministerio de Defensa, para no reconocerle tal prestación, toda vez que no puede aducir que para la fecha en que prestó sus servicios no era imperante la Ley 100 de 1993, además de que tenía la obligación de efectuar aportes y descuentos con los cuales pudiera cubrir la contingencia por vejez. 

5. Bajo estas premisas, no es claro el derecho que dice el actor le asiste, puesto que se trata de la aplicación de un régimen prestacional especial, respecto del cual aduce la entidad accionante que no existe la prestación reclamada por el señor Correa Lara, que lo que podría reconocerse es la aplicación de la figura de la cuota parte o bono pensional, actividad que debe desplegar el fondo de pensiones.

6. Estas dos razones conducen a la negación del amparo de tutela invocado.
IV. Decisión

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:

Primero: NEGAR el amparo de tutela reclamado por JOSÉ ÓSCAR CORREA LARA, frente al MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – GRUPO DE PRESTACIONES SOCIALES-.
Segundo: Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito posible (Art. 5o. Dto. 306 de 1992).
Tercero: De no ser impugnada esta providencia, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase.
Los Magistrados,
EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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